IX Jornadas de Jóvenes Investigadores 
Instituto de Investigaciones Gino Germani 
1, 2 y 3 de noviembre de 2017
Conti, Sofía

Calcagno, Ornela

Tellería, Florencia

Andersen, María Jimena

EJE 2. PODER, DOMINACIÓN Y VIOLENCIA
Policiamiento territorial en la Ciudad de Buenos Aires. Un abordaje focalizado en las prácticas policiales de tortura y maltrato
En el año 2010 se creó en Argentina el Registro Nacional de Casos de Tortura (RNCT). Éste avanzó con un procedimiento específico sobre la tortura policial en el año 2013: el Registro de Casos de Tortura y/o malos tratos por parte de policías y otras fuerzas de seguridad. 
En el marco de un trabajo grupal para diseñar un proyecto de investigación sobre el policiamiento territorial en la Ciudad de Buenos Aires, recuperamos la información producida por este Registro durante los últimos 5 años, en tanto entendemos que dicha base empírica evidencia el despliegue de una multiplicidad de prácticas de violencia estatal.
Esta ponencia se propone trabajar sobre los aspectos cualitativos de la información producida por el RNCT en tanto antecedente para trazar líneas de abordaje propias sobre las estrategias de gobierno policial en territorio urbano.
Palabras clave: Policía – Malos Tratos y Tortura – Gobierno del territorio urbano
Introducción 
El abordaje específico sobre las policías y otras fuerzas del Estado con función policial constituye una de las líneas de indagación del Grupo de Estudios sobre Sistema Penal y Derechos Humanos (GESPyDH). El GESPyDH ha procurado trabajar en la producción de conocimiento científico en relación a las agencias policial, judicial y carcelaria en articulación y cooperación académica con organismos de defensa de los derechos de las personas capturadas por el sistema penal. El Registro Nacional de Casos de Tortura y/o Malos Tratos policiales (RNCT) es el resultado de esta labor conjunta en pos de visibilizar las violencias impartidas desde el Estado en su ejercicio punitivo al tiempo que generar líneas analíticas para pensar el despliegue policial en territorio urbano.
En un contexto de progresivo policiamiento territorial y frente a la extensión del discurso formal anclado en la búsqueda de “solución” al problema de la “inseguridad”, nos propusimos avanzar en la elaboración de un proyecto de investigación que atienda a las características que asume el despliegue policial en el territorio de la Ciudad de Buenos Aires. A su vez, el contacto a diario con el Registro Nacional de Casos de Tortura y/o Malos Tratos policiales (RNCT) –dado nuestro desempeño laboral
– ha hecho mella en la permanente inquietud sociológica que nos acompaña. Así fue que se nos presentó la posibilidad de iniciar la investigación en camino inverso. Es decir, a partir de los resultados del RCT policial, que constituyen una interesante masa empírica, comenzamos a reflexionar conceptualmente sobre sobre las prácticas policiales. 
En la presente ponencia exponemos por un lado, la inscripción histórica de nuestro objeto policía en el marco de conservación y reproducción del orden social dominante, como gobierno de la marginalidad. Por otro lado, nos centramos en el policiamiento territorial focalizado, en el marco de la extensión del sistema penal. Finalmente, abordamos los malos tratos y tortura como técnica de gobierno.
La policía y el gobierno de la conflictividad social
En su sentido etimológico el término policía alude al “conjunto de las instituciones necesarias para el funcionamiento y conservación de la ciudad-estado” (Bobbio,  Mateucci, Pasquino, 1997, p. 1203). Interesa recuperar la procedencia del concepto para destacar que desde su aparición “lo policial” se vinculó a la producción y sostenimiento del orden social y a la administración política o estatal del mismo.
Con esta raíz común, la acepción del término se fue reconfigurando y adoptando distintos matices
. En el continente europeo, en los umbrales entre edad media y modernidad, predominó una concepción amplia de la policía, la cual no reducía esta entidad como conjuradora del delito –como es definida hegemónicamente en la actualidad–, sino que comprendía un conjunto de mecanismos mediante los cuales las autoridades políticas buscaban crear y consolidar el orden social en el sentido más general posible. De este modo, el control se extendía a través de la regulación del trabajo, la circulación de mercancías y el comercio, el crecimiento de la riqueza, el proceso de educación, la salud y los detalles de la vida, llegando a comprender la acepción policía a “toda la actividad de la administración pública” (Foucault, 2006). Esto es, como una técnica de gobierno
 propia del Estado que permite ejercer su poder, acrecentar sus fuerzas y conducir a la población (Foucault, 1990).
Desde fines del siglo XVIII y principios del XIX esta categoría fue colonizada por el liberalismo, limitando su sentido a la ejecución de la ley y el control del crimen (Neocleous, 2010). El término policía aludirá desde entonces a “la prohibición o la represión del desorden, las irregularidades, las ilegalidades, los diversos tipos de delincuencia” (Foucault, 2006, p. 404), restringiéndose retóricamente a los aspectos represivos. No obstante, el proceso de incorporación de la policía a la administración política de la sociedad civil, como parte de la conformación de los estados-nación, se inscribe en un proceso más amplio: el interés económico-político por conservar las relaciones de fuerza resultantes del naciente ordenamiento social burgués. Frente a las nuevas conflictividades sociales, la técnica policial se impuso a la penalidad, legalizándose y estatizándose mediante la creación de un cuerpo armado que asumió tareas de control y disciplinamiento (Foucault, 1990).

La inscripción histórica de la policía permite distinguir tres premisas centrales –que representan archipiélagos conceptuales– relevantes para comprender la cuestión policial. Por un lado, la policía es entendida como una técnica de gobierno para el resguardo de las asimetrías sociales, en un complejo proceso de clasificación, agrupación y manejo de las poblaciones a través de una rutina de contactos y capturas recurrentes de baja intensidad que configura los ilegalismos perseguidos y los sujetos que serán criminalizados (Pavarini, 1999)
. Por otro lado, se enmarca en el sistema penal moderno, integrante de la administración política-estatal, y no fuera de ésta, en tanto primer eslabón de una cadena punitiva (Daroqui y López, 2012) –junto a la agencia judicial y penitenciaria– que supone serie interconectada de prácticas y discursos que atraviesan, forjan y consolidan determinadas trayectorias penales. Por último, se constituye como un cuerpo de agentes armados con espacios de acción, de producción discursiva y de ejercicios institucionales propios, es decir, sujeta a una modalidad reglamentaria caracterizada por su versatilidad (Suárez y Bouilly, 2012) que constituyen legalidad. En tal sentido, existe un continuum entre “la ley y la administración, [con] que el Estado administra políticamente a la sociedad civil como parte de la fabricación del orden social” (Neocleous, 2010, p. 177). 
Las características que adquieren el sistema penal actual en general, y el eslabón policial en particular, deben ser interpretadas en el marco de la relación entre las transformaciones del modo de producción capitalista y las necesidades para el sostenimiento y la fabricación del orden social dominante. Así, es preciso inscribir el sistema penal actual en el marco del orden social neoliberal
, cuyo desarrollo selectivo y discrecional produce efectos que se extienden intensivamente sobre la marginalidad urbana avanzada
. Paulatinamente la “cuestión social” comenzó a ser enunciada en términos de los problemas de “inseguridad” y a señalar a los marginalizados como su causa. En efecto, los problemas sociales resultantes de las transformaciones estructurales del régimen de acumulación sobrellevaron reconfiguraciones en el Estado que, lejos de un mero “achicamiento”, es decir de una reducción del gasto en intervención, supuso un redireccionamiento de los recursos administrativos y fiscales hacia la justicia penal (Simon, 2007). En este sentido, tanto el encarcelamiento como el territorio urbano se convirtieron en espacios “revalorizados” por la gestión penal (Andersen, 2014), donde “quienes sean considerados peligrosos no serán tratados como ciudadanos sino combatidos como enemigos” (Daroqui [et al.], 2009, p. 111). 
El policiamiento territorial diferencial en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Promediando la década de 1990 en el sistema penal argentino se han introducido una serie de reformas que han extendido las “puertas de acceso” e “instancias de retención o permanencia” en el mismo, amplificando el caudal de personas que ingresan, transitan y permanecen en las distintas agencias del sistema penal. 
En este sentido es que puede afirmarse la existencia de un endurecimiento punitivo, cuyos componentes esenciales son los siguientes: reformas legislativas que extienden las facultades policiales y fijan a las personas capturadas al encierro punitivo (ampliación de las competencias de las fuerzas de seguridad y de los márgenes de la detención preventiva, aumento de los montos de las condenas y restricción de salidas o excarcelaciones); la ampliación de las mallas de captura policial (especialmente, diversidad de fuerzas de seguridad en el territorio, cantidad de efectivos, recursos y facultades); y la inflación del eslabón carcelario (alojamiento en comisarías, containers y otros espacios de alojamiento irregulares e ilegales, construcción y reforma de cárceles e incremento exponencial de la población penal) (Andersen, 2014, p. 92).
Durante este periodo histórico se expandieron las políticas securitarias y se produjo una valorización de la agencia policial para el mantenimiento del orden, la cual “(...) se convirtió en el instrumento privilegiado para administrar los problemas sociales” (Fassin, 2016, p. 262). Así, a través de esta ideología securitaria y a partir de un discurso de corte pretendidamente progresista coincidente con las teorías de la “Nueva Prevención”
 –que hace hincapié en la prevención del delito y se funda en una necesidad de “democratización” de la seguridad– se justificó la implementación de políticas de mayor tinte represivo. 
Como resultado de estas políticas, se incrementó significativamente la cantidad total de agentes de todas las fuerzas de seguridad a nivel nacional y, en particular, su despliegue en la Ciudad de Buenos Aires. Así, desde finales de la década de 1990, y con mayor preponderancia a partir de la creación del Ministerio de Seguridad de la Nación en el año 2010, la Ciudad de Buenos Aires presentó un despliegue policial que, hacia fines de 2016, alcanzaba la cifra estimada de 31.884 agentes (Tellería, 2017, p. 27) como corolario de la puesta en marcha de 12 planes y programas (11 de ellos dependientes del gobierno Nacional y 1 del gobierno de la Ciudad
). De manera tal que, en simultaneidad a la histórica presencia de la Policía Federal Argentina (PFA), se creó la Policía Metropolitana (PM)
, se incorporaron las fuerzas de seguridad federales, Gendarmería Nacional Argentina (GNA) y Prefectura Naval Argentina (PNA) y la Policía de Seguridad Aeroportuaria (PSA) en tareas de seguridad interior, específicamente para la gestión del espacio urbano. A este despliegue se añadió además la creación dos cuerpos especiales, la Policía de Prevención Barrial (en el marco del “Plan Ahí”) y el Cuerpo de Agentes Preventores Ferroviarios (surgidos del Plan “Tren Alerta”). 
De esta manera, teniendo en cuenta que la población estimada para la C.A.B.A. en 2015 era de 3.054.267
 habitantes, se contaba con un agente policial o de seguridad cada 95 habitantes. Así, hacia fines del año 2016 para la Ciudad de Buenos Aires la tasa de agentes de seguridad cada cien mil habitantes llegó a ser de 1.044, cuadruplicando el promedio registrado por Naciones Unidas que se ubica entre 250 y 300 efectivos (Tellería, 2017, p. 105).

Este despliegue de agentes de seguridad, sin embargo, no se produjo homogéneamente en el territorio de la ciudad, sino de manera diferencial sobre los espacios más marginalizados –la zona sur y asentamientos y villas de emergencia de distintos puntos de la ciudad– así como en aquellos de mayor circulación que también se constituyen en espacios donde habitan las poblaciones desafiliadas. El policiamiento se superpone y refuerza la segregación territorial de estos sectores sociales: “Estas políticas sociopunitivas reifican la marginalidad fijando a vastos sectores a determinados espacios sociales y territoriales produciendo subjetividades precarias, degradadas, y por ende, neutralizadas en términos políticos” (Andersen, 2014, p. 54-55).
Malos tratos y torturas policiales como prácticas de gobierno 
Lo dicho hasta aquí admite (re)conocer las prácticas policiales como técnica de  regulación y coerción de las poblaciones, y (re)considerar la dinámica que cobran en el presente frente al policiamiento territorial. Frente a ello, interesa recuperar el Registro de casos de malos tratos y/o tortura por parte de las policías y otras fuerzas de seguridad
 en tanto antecedente trascendental que traza supuestos empíricos y categorías analíticas
 para el estudio de lo policial en clave de gobierno. 
Desde de su implementación, el RCT policial se consolidó con especial atención en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires
. Entre el mes de septiembre de 2010 y diciembre de 2016 se registraron 300 víctimas de malos tratos y tortura
, quienes relataron un total de 886 hechos ejercidos por policías y otras fuerzas con competencia en la ciudad. La vigencia de este relevamiento a través de los años pone en evidencia que se trata de prácticas policiales recurrentes y regulares, las cuales comprenden una secuencia de violencias acumulativas que anuncian y perfilan a las personas detenidas para su ingreso en el sistema penitenciario.
Conforme se describe en los diversos informes del Registro, el momento de la captura policial incluye prácticas de violencia física y simbólica que producen humillación y sufrimiento, a modo de reafirmación de la relación asimétrica y de vulnerabilidad de las/os aprehendidos/as frente a la fuerza estatal. En tanto la víctima se encuentra en una clara situación de sometimiento, dichas prácticas no se condicen con ningún objetivo de captura, ni tampoco de prevención de riesgos para las propias fuerzas policiales y/o terceros. Por el contrario, se advierte una arraigada institucionalización que marca los cuerpos y talla la condición deshumanizante de los sujetos capturados. En este marco se reiteran, sobre todo, las aprehensiones en la vía pública en donde se produce la colocación de esposas ajustadas en exceso y por varias horas, la requisa corporal con robo de pertenencias, los gritos y/o insultos en forma intensiva, los golpes o golpizas que se descargan en un formato “grupal”. Citamos algunos relatos:
· “Yo cuido coches y la otra vez había juntado 100 pesos para pagar el alquiler y me agarró un policía [PFA], me sacó la plata y se fue. Me dijo: 'si no me empezás a dar la plata te voy a hacer meter en cana'. Éste de la bicicleta es nuevo, ya me había parado 4 veces antes y me sacaba toda la plata que tenía, una vez tenía 15 pesos y me los sacó. El día de la detención me agarraron y como no tenía plata me empezaron a golpear. Querían 1000 pesos y como no tenía dijeron que había cometido un robo el sábado” (RCT, 2013).
· “A los gendarmes no les importa nada, si te agarran en algún pasillo te matan. Si te agarran con faso te lo hacen comer. Siempre te ponen ‘resistencia a la autoridad’. Hay mucha relación con los gendarmes en el barrio, entre los vecinos, y como hay una mala relación a alguno que agarran, le hacen de todo. Si andan caminando 4 o 5 pibes juntos, te hacen poner contra la pared y te empiezan a pegar… que no te encuentren en los pasillos” (RCT, 2014). 
· “Me agarraron los policías de Metropolitana, me tiraron al piso, me esposaron y me dieron palazos en el cuerpo y piernas [se observa la marca del palazo] y me pisaron la cara con los borcegos como apretándome contra el piso. También me pegaron los ‘damnificados’, me arrastraron por el piso y me rasparon todo” (RCT, 2015).
· “Me empezaron a pegar piñas en las costillas, porque yo les decía que la moto no era mía, y ellos [GNA] querían escuchar que la moto era mía, y lo tuve que decir para que me dejaran de pegar. Me ‘amarrocan’ y me tiran al piso. Querían que me levante solo, y no podía, si estaba ‘amarrocado’. Me pisaron todo y me arrastraron hasta adentro del patrullero. Me re ‘verduguearon’, me re cagaron a palos, me rompieron todos los huesos. Me desvanecí. Me llevaron a la comisaría desmayado. Sé que me subieron, arrastrándome, y no me acuerdo más hasta que llegue a la comisaría” (RCT, 2016).      
En continuidad a estos padecimientos, se registran las condiciones generales de los traslados al centro de detención los que suelen ser descriptos por las víctimas como gravosos, por cuanto se extiende la sujeción con esposas fuerte y lesiva al tiempo que persisten las agresiones verbales y amenazas. 
· Nota de campo: “En base al relato de un detenido se reconstruye el siguiente hecho: Luego de una razzia contra personas en situación de calle frente a un comedor que genera algunas protestas (…) el personal policial lo hizo subir al patrullero y lo trasladó a la Comisaría 6ta. Durante el trayecto, Juan se hallaba sentado en la parte trasera del móvil, entre dos agentes policiales, y el que se encontraba a la izquierda comenzó a darle golpes de puño sobre sus costillas, al iniciar la marcha por la calle Virrey Cevallos, cuando ya no era visto por la gente que se encontraba en el lugar de la detención’” (RCT, 2013). 
· “En el auto de la Gendarmería me tuvieron como 2 horas. Me dieron picana en las dos costillas, me decían que me haga cargo que le había robado a la hija de un policía. Recién a las 2 horas me llevaron a la Comisaria 36 [PFA]” (RCT, 2014). 
· “Me suben a un patrullero [de la PNA] y empiezan a llevarme por distintos lugares. Me querían llevar a un arroyo, son malos esos tipos, me llevaron a dar vueltas por todos lados, me tenían sentado atrás entre dos policías y me decían '¿qué? estás llorando puto' y me decían que baje la cabeza y no mire, onda secuestro. Estaban buscando un lugar descampado y terminamos en Barracas en la calle Monteagudo, me bajaron y entre los tres me cagaron a palos, trompadas, piñas en el estómago, me hicieron ir corriendo. Me amenazaban: ‘no te queremos ver más por el barrio’” (RCT, 2015).
· “En el patrullero [de la PFA] me llevaban atrás, con un policía. Yo empecé a vomitar por los golpes que me dieron y, en vez de ponerme boca abajo, me pusieron boca arriba, me estaba ahogando, no podía respirar” (RCT, 2016).
Como suplemento punitivo se reconoce la instancia de tránsito por centros de detención policiales. Pese a que no surge una permanencia por períodos extensos, la mayoría de las personas entrevistadas comunicaron que habían estado alojadas en comisarías, advirtiendo sobre dos situaciones diferenciadas en sus características pero de igual tenor violento: el ingreso y el encierro. En el ingreso se produce, nuevamente, un entorno de vejaciones que incluye la requisa corporal con desnudo, el robo y/o daño al “retener” las pertenencias, el “verdugueo” y la amenaza, las agresiones físicas con mayor vigor. Luego, en el encierro –sea en calabozo o “leonera” colectiva– el padecimiento se vincula al deterioro e insalubridad edilicia, agravado por el aislamiento constante, la falta de asistencia alimentaria y de la salud. Es decir que, tanto la violencia física como los malos tratos relativos a las condiciones de habitabilidad (entre los que se observan como especialmente gravosos, la falta de acceso a sanitarios, la producción de hambre, la falta de atención de lesiones ocasionadas por las golpizas) constituyen prácticas de carácter estructural. 
· “En la comisaría me pusieron un cordón de las zapatillas en el cuello y me ahorcaron. Fue un policía por atrás de mi espalda, mientras los otros policías se reían. Cuando me empecé a sentir mareado porque me faltaba el aire me soltaron. Y me empezaron a dar patadas, piñas, y cachetadas en la cara. Hasta el comisario estaba ahí y se reía” (RCT, 2013).
· “Durante los dos días que estuve en un calabozo en la comisaría de Barracas de la Metropolitana los policías se la pasaron ‘verdugueándome’, diciendo cosas como ‘Matate que no nos importa’. Me dijeron que me iban a dejar en libertad y era una joda. Estaba anémica, embarazada, y se negaron a darme algo caliente. Me cagué de frío” (RCT, 2014).
· “Nos hacían sacar la ropa 3 veces por día con el cambio de turno, no sé para qué, si estábamos todo el día ahí, nos despertaban tipo 3 o 4 de la madrugada, nos teníamos que desvestir y volver a dormir” (RCT, 2015).
· “Estuve en un calabozo, solo, dos días. No te daban agua, no te daban nada. No te dejaban salir ni al baño, imaginate como estaba. No tenía colchón ni frazada, nada, hacía un frío. Te despertaban cada 2 ó 3 horas con el cambio de Guardia. Hacía pis ahí en el piso de la celda, otra no quedaba. Hasta que te contestaban, me hacía encima. No te daban bola. Y si molestabas un poco se querían meter a pegarte” (RCT, 2016).
Ahora bien, el conteo de casos no es preeminencia de este Registro
, por el contrario, erige una mirada abarcativa sobre la tortura mediante la identificación y descripción de los múltiples aspectos que la configuran y el análisis de las técnicas de gobierno en las que se inscribe. En efecto, la base empírica del RCT policial y la sistematización de sus principales emergentes permiten sintetizar cuatro líneas de análisis acerca del despliegue efectivo de las agencias del sistema penal. Estos lineamientos (re)afirman las características que cobra el accionar policial violento, en cuanto a su institucionalidad y su articulación punitiva, frente a una trama hegemónica
 que a veces omite u oculta, y otras niega, el carácter histórico-social de esta agencia para la supervivencia del orden social. 
Los malos tratos y torturas como marcación para la captura policial. Los ejercicios de violencia policial comienzan en los primeros contactos, que rápidamente devienen en sucesivas vinculaciones, con determinados grupos sociales. Estas rutinas arbitrarias y reguladoras incluyen una serie de negociaciones y tolerancias respecto de los ilegalismos. De este modo, se administran los movimientos en la vía pública a través de violencias físicas y simbólicas, en ocasiones excediendo la instancia de la detención judiciable,
 y en otras capturando por medio de figuras vinculadas al control poblacional (establecimiento de identidad, pedidos de captura, rebeldías). En la misma línea se inscribe la metódica persecución e imputación de delitos de bajo monto lesivo, como la resistencia a la autoridad, tentativa de robo, tentativa de hurto, etc. Estos recursos elásticos e históricamente disponibles por parte de la agencia policial, confluyen en una política de control y regulación atravesada por patrones de selectividad de clase, que impacta fuertemente en el incremento de la población encarcelada.

Los malos tratos y torturas policiales como reificación de la relación asimétrica y de vulnerabilidad frente a la agencia estatal-policial. Las prácticas de violencia impartidas por las policías se tornan especialmente gravosas al momento de la captura. Las agresiones físicas, las amenazas –en especial de muerte y de futuras agresiones, pero también de agravamiento de causas–, las requisas corporales humillantes, las “retenciones” de pertenencias con el consecuente robo o daño, se combinan con el padecimiento del deterioro e insalubridad de los sectores de alojamiento, el aislamiento constante, la falta de asistencia alimentaria y de la salud, y la desvinculación con el exterior. Estos suplementos punitivos, que en su despliegue gubernamental, el Estado genera y/o habilita en manos de la agencia policial, fabrican un medio de creciente sometimiento y degradación para las personas capturadas. 
Los malos tratos y torturas policiales como co-producciones de la agencia judicial. Las situaciones violentas que se generan tanto en los contactos cotidianos con la policía como durante las detenciones bajo su custodia son conocidas
 por los operadores del poder judicial (defensorías, de fiscalías o de juzgados). No obstante ello, la mayoría de las veces eluden intervenir, o intervienen encubriendo, en una promoción de la impunidad. Ahora bien, la mentada “autonomía” policial y la supuesta “ausencia” judicial del escenario de los hechos quedan recusadas al reconocer que la justicia es responsable de las demoras y detenciones de las personas así como de delegar facultades de gestión en territorio, y por tanto es co-productora de las vejaciones que en tales circunstancias padecen las víctimas. Ello se ve especialmente agravado al advertir que nunca
 se hacen presentes en los espacios de encierro de las policías, ni para la realización de inspecciones o fiscalizaciones de los sectores de alojamiento, ni tampoco para ejercer el derecho de defensa del/a detenido/a,
 en un anudamiento inter-agencial necesario en pos de la perpetuación de las prácticas violatorias de los derechos. 
Los malos tratos y torturas policiales como producciones para la agencia penitenciaria, y sujeciones al sistema penal. La secuencia de violencias acumulativas en los distintos contactos con la agencia policial impregna los cuerpos y la subjetividad de las personas capturadas. Estos atravesamientos son el inicio de una cadena punitiva que selecciona y produce violencias, degradación y sometimiento. Así, las golpizas, las humillaciones, las condiciones de deterioro e insalubridad, el hambre, la desvinculación con el entorno, anuncian y perfilan a los/as detenidos/as su ingreso a la agencia penitenciaria, donde seguirán siendo objeto de torturas mientras dure su permanencia. Estos tránsitos moldean trayectorias violentadas y penalizadas que, por medio de prácticas inter-agenciales enlazadas, configuran persistentes sujeciones al sistema penal. 
Los relatos de las personas detenidas en cuanto a su vinculación cotidiana, la modalidad y motivos de las capturas, la refrenda judicial y los fluctuantes tránsitos por la cárcel, invitan a desandar la retórica de la “seguridad” sobre la que se apoyan estas políticas estatales. Lejos de dirigirse a la “disminución del delito”, habilitan y legitiman un mayor despliegue de violencia estatal-policial, lo cual forja sujeciones penales en el marco del gobierno neoliberal de la marginalidad social. 
Reflexiones finales
Desde una perspectiva sociológica crítica inscripta en el materialismo histórico, el análisis del gobierno policial de la cuestión social requiere recuperar la relación dialéctica existente entre orden social y sistema penal, tomando en cuenta tanto su carácter represivo como productivo. Desde esta perspectiva, las particularidades que asume el sistema penal en cada período histórico cobran inteligibilidad frente a los desafíos de gobierno que el mantenimiento del orden social plantea (Pavarini, 1999). 
De sus comienzos, las prácticas de control y regulación asumen distintas vinculaciones –inestables y no homogeneizantes– con el marco legal y con la normativa interna de la policía. En determinados momentos puede observarse contradicción y coexistencia, en otras, coherencia y continuidad. Esta vinculación flexible con la legalidad compone la discrecionalidad regular de las prácticas policiales, las que a su vez son presentadas discursivamente como “anomalías” o desviaciones. Es “la existencia de esta discrecionalidad [la que] permite al Estado en general y al gobierno en particular, situarse, en apariencia, a cierta distancia de los procesos administrativos y, en consecuencia, del control de la sociedad civil” (Neocleous, 2010, p. 192), como si el gobierno y el control fueran ajenos a la política.
En particular, la violencia policial ha sido explicada como resultado de desviaciones individuales o como parte de una “cultura policial corrupta”, generada al calor la ausencia de “gobierno político de la fuerza”. Esta ideología que pregona la “autonomía” de las policías funciona en un doble sentido, niega el carácter estatal y político de esta violencia, transfiriéndola exclusivamente a las fuerzas –ya sea mediante la asimilación de las prácticas violentas a desviaciones individuales de los agentes o adjudicándolas a modos de comportamiento corporativos– a la vez que intenta relegitimarlas, dándoles la posibilidad de ser “redimidas” a partir de la incorporación de formación en derechos humanos y un control civil-político más exhaustivo (Tellería, 2017).
Retomamos la invitación foucaultiana a invertir el panóptico e iluminar las prácticas institucionales optando, junto al relato de los policías –que suelen adoptar un discurso ubuesco sobre su accionar–, por la palabra de quienes son objeto de su intervención. Entendemos que no se trata de estudiar las “aberraciones del Estado” en términos de excesos de racionalismo o de irracionalismo (Foucault, 1990), sino problematizar sobre la especificidad de la policía en tanto técnica de gobierno que dirige y forja trayectorias penalizadas en cada momento histórico-social para la conservación del orden. 
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� Todas las autoras de esta ponencia integramos el equipo que lleva a cabo el RNCT.


� Es oportuno mencionar que las concepciones de policía variaron dentro del mismo continente europeo, de región en región, cuestión que no abordaremos aquí. En estos párrafos referimos especialmente a Francia, Inglaterra y Alemania.


� De aquí en adelante, empleamos la noción de gobierno foucaultiana según la cual todo ejercicio de poder es básicamente un ejercicio de gobierno: “‘Gobernar’ no sólo cubre las formas legítimamente constituidas de sujeción política o económica, sino también modalidades de acción más o menos consideradas y calculadas, orientadas a actuar sobre las posibilidades de acción de los otros. Gobernar, en este sentido, es estructurar el posible campo de acción de los otros” (Foucault, 1999:112).


� Incluso, previo a su colonización por la administración pública –esto es, desde sus comienzos en los cuerpos sociales civiles o para-penales– la técnica de policía evidencia una imposición discriminatoria en la configuración de las “desviaciones” perseguidas. Los mecanismos de la vigilancia moral de mendigos, borrachos y vagabundos, y la domesticación de la mano de obra, que conformaría la masa obrera hacia el S. XIX en el marco de una nueva distribución espacial y social de la riqueza industrial y agrícola, asentaron una forma específica de control sobre los individuos. Así fue que, frente a nuevas conflictividades sociales, tales mecanismos se impusieron a la penalidad, legalizándose y estatizándose con la creación de un cuerpo armado que asumirá tareas de control y disciplinamiento (Foucault, 1990).


� Si bien no se desarrollará aquí, cabe poner de resalto que, a través de múltiples y variados mecanismos la “vulnerabilidad” económica y social de los grupos perseguidos por el accionar policial se “conv[ierte] fácilmente en peligrosidad delictiva y criminal” (Fassin, 2016, p. 260). 


� Según David Harvey (2015) y Loïc Wacquant (2011), el neoliberalismo debe ser entendido como un proyecto político más que económico, iniciado en la década de 1970 para restablecer las condiciones de acumulación de capital y restaurar el poder de las élites económicas en crisis a partir de la década anterior. Harvey lo define como “proceso de neoliberación”, un “proceso de destrucción creativa” orientado a “atraer toda acción humana al dominio del mercado” que, si bien presentó un desarrollo geográfico desigual de acuerdo a la historia y características de cada Estado, se extendió por todo el planeta, siendo una de sus características principales la “acumulación por desposesión”, es decir, la redistribución de la riqueza y la renta, en vez de su generación.


� Wacquant utiliza el concepto marginalidad urbana avanzada para diferenciarla de la pobreza clásica. Según el autor, la marginalidad urbana avanzada fue impulsada por la fragmentación del trabajo asalariado, el retroceso del estado social, y la propagación de la estigmatización territorial.


� El movimiento denominado de la “Nueva Prevención” se organizó como un discurso científico internacional produciendo la valorización de la función de la prevención del delito. Este modelo de intervención, inscripto en las elaboraciones teóricas realizadas a partir de la década de 1990, recomienda, en términos de política criminal, la puesta en práctica de políticas de control social que se distancian de la imposición de penas, en tanto castigos legales, para la prevención del delito (Baratta 1997). 


� Los planes y programas lanzados por el Ministerio de Seguridad de la Nación o de los que participaba para la Ciudad Autónoma de Buenos Aires  fueron: “Plan Nacional de Participación Comunitaria” (abril 2011), “Plan Buenos Aires Ciudad Segura” (junio 2011), “Operativo Unidad Cinturón Sur” (junio 2011), “Tren Alerta” (septiembre 2011), “Plan de Seguridad Urbana” (octubre 2011), “Control Accesos CABA” (noviembre 2011), “Operativo Vigía” (diciembre 2011), “Plan de Abordaje Integral, Plan Ahí” (junio 2012), “Programa Federal de colaboración y asistencia para la seguridad” (agosto 2013), “Programa Barrios Seguros” (abril 2016), Plan “Operativos de Control Operacional Conjunto” (mayo 2016). El plan lanzado por el gobierno de la C.A.B.A. se denominó “Plan de Seguridad Integral” (noviembre 2008).


� Cabe aclarar que, a finales del año 2016, la PFA y la PM se unificaron en un mismo cuerpo policial que lleva el nombre de Policía de la Ciudad. Ello da cuenta que las reconfiguraciones en lo que refiere a la función policial del Estado continúan en proceso, tema que viene siendo estudiado por el GESPyDH y se profundizará en un siguiente trabajo.  


� Dato construido con proyecciones realizadas en base a los censos 2001 y 2010 por el Sistema Nacional de Investigación Criminal (SNIC), 2016.


� Estos datos deben complejizarse a la luz de la gran cantidad de personas que no habitan pero que circulan a diario por la Ciudad de Buenos Aires y del emplazamiento focalizado de los cuerpos con función policial. 


� Los primeros emergentes sobre este campo de estudio se corresponden con los casos recabados desde el año 2010 en el marco del relevamiento del Área de Investigación y Documentación Eficaz de Casos de Malos Tratos y Tortura de la Procuración Penitenciaria de la Nación, así como también aquellos hechos que surgieron del trabajo de campo del Registro de Casos de Tortura penitenciaria en alcaidías y sectores de ingreso a las cárceles federales. En base a este acopio de datos, en el año 2013 se publicaron la primera sistematización de resultados sobre malos tratos y/o torturas policiales en el Informe Anual del RNCT. En los años siguientes comenzó a aplicarse un instrumento de relevamiento específico a personas recientemente aprehendidas, al tiempo que se iniciaron trabajos de campo en comisarías que incluyeron la realización de observaciones en los sectores de alojamiento y entrevistas con las autoridades policiales. Para mayor información sobre la puesta en marcha del RCT policial, véase: Informes Anuales del RNCT de los años 2013 y 2014.


� Vale destacar que estos supuestos y categorías, tienen apoyatura en trabajos previos de investigación, de los que emergieron las principales aristas sobre la agencia policial, en tanto uno de los eslabones del sistema penal cuyo carácter es iniciativo e intensamente vejatorio para ciertos grupos sociales. Nos referimos a Sujetos de Castigo: hacia una sociología de la penalidad juvenil (2012).


� Y de la provincia de Buenos Aires. Aunque a los fines del presente trabajo realizamos un recorte en el relevamiento de la CABA.


� El RCT toma como referencia la definición de tortura de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura de la Organización de Estados Americanos (OEA) del año 1985: “(…) todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica”. La misma se seleccionó por ser la más amplia y, por consiguiente, permitió definir 11 tipos de tortura y/o malos tratos, relevando hechos de agresiones físicas así como también hechos de amenaza, aislamiento, requisa personal vejatoria, traslados gravosos, malas condiciones materiales, falta y/o deficiente alimentación y asistencia de la salud y desvinculación familiar y social.


� Incluso, se reconoce que la construcción de un banco de datos que abarque al universo de casos resulta una tarea no sólo imposible sino irrelevante en términos de estrategia metodológica y representatividad estadística. Sobre este punto, véase la exposición de los integrantes del GESPyDH en la Jornada de Encuentro “El trabajo en banco de datos y formas de registro de torturas y malos tratos”, realizadas en la Universidad Nacional del Litoral en el año 2012. Disponible online: sitio web GESPyDH.


� En esta trama discursiva, y no por ello menos efectiva, nos referimos a la producción de sentidos sobre “la policía”/ “lo policial” en el campo académico y en particular de las Ciencias Sociales. Para ampliar ver Andersen, J., Calcagno, O., Conti, S., Tellería, F. (Junio de 2017). Desafíos en la investigación de las agencias de control social penal. Un abordaje sobre la cuestión policial. Terceras Jornadas de Sociología. Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional de Cuyo, Mendoza.


� Sabido es que no todas las intervenciones policiales (y quizás la mayoría de ellas) se notifican al poder judicial, e incluso probablemente ni siquiera a la superioridad policial, sin que quede registro oficial al respecto. 


�Al respecto, véase “Informe de Actualización Estadística 2015-2016” de la Procuración Penitenciaria de la Nación.  


� Nos referimos a las marcas visibles que presentan los cuerpos lesionados y/o a los relatos de los/as detenidos/as sobre las agresiones sufridas. 


� Tanto en las entrevistas con las personas detenidas, así también como los/as funcionarios/as policiales hicieron referencia a que los/as defensores/as no concurren a las dependencias de las policías a asistir a sus defendidos/as. Ver Informes Anuales del Registro de casos de malos tratos y/o tortura por parte de las policías y otras fuerzas de seguridad.


� En el Informe Anual de la PPN del año 2016, en el apartado que refiere al RCT policial, se señala que “[durante el relevamiento del año 2016] las autoridades policiales enunciaron que ‘nunca’ (sic) concurren operadores del Poder Judicial a las comisarías” (2016: 174).





15

